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ESTÁNDARES EDUCATIVOS DE CALIDAD EN LA ENSEÑANZA DEL 

DERECHO EN COLOMBIA 

Resumen 

Este ensayo se centra en el análisis de las perspectivas y retos de la regulación de estándares 

educativos de calidad en el proceso de formación del abogado en Colombia, la implicación de la 

visibilización o no de estos estándares en las instituciones de educación superior (IES) con el 

espacio paradójico resultante de que, pese al impulso de múltiples reformas como aproximación 

a la calidad educativa, para mejorar la enseñanza jurídica, la profesión sigue siendo cuestionada 

por la devaluación del proceso de formación como consecuencia de la proliferación de escuelas 

de Derecho, el superávit de abogados y la baja calidad en el desempeño profesional de un alto 

porcentaje de egresados de estas IES que ofrecen programas como respuesta a la excesiva oferta 

laboral de baja calidad; a partir de ahí se argumenta sobre la tesis de revisar y repensar los 

estándares de calidad para la formación del abogado del siglo XXI como lo exigen las dinámicas 

sociales contemporáneas.  

Palabras claves: Calidad de la educación, estandarización, estándares de calidad, enseñanza 

profesional, enseñanza jurídica, estudiante de derecho, currículo, autonomía educativa 

Abstract 

This essay focuses on the analysis of the perspectives and challenges of the regulation of quality 

educational standards in the process of training the lawyer in Colombia, the implication of the 

visibility or not of these standards in higher education institutions (IES) with the paradoxical 

space resulting from the fact that, despite the promotion of multiple reforms as an approximation 

to educational quality, to improve legal education, the profession continues to be questioned due 

to the devaluation of the training process as a consequence of the proliferation of law schools, 
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the surplus of lawyers and the low quality in the professional performance of a high percentage 

of graduates of these HEIs that offer programs as a response to the excessive low-quality job 

offer; From there, the thesis of reviewing and rethinking the quality standards for the training of 

the 21st century lawyer is argued as required by contemporary social dynamics. 

Keywords: Quality of education, standardization, quality standards, professional education, legal 

education, law student, curriculum, educational autonomy. 

Introducción 

El derecho es una carrera de alta demanda, su alcance laboral no se limita a ejercer el 

litigio, va mucho más allá de ejercer como abogado, pues es una de las carreras que goza de una 

mayúscula versatilidad en cuanto a la demanda laboral. Ahora bien el deber ser para ejercer la 

abogacía propiamente dicha no basta con el pregrado, sino que se requiere demostrar 

competencias específicas que se obtuvieron en la especialización en alguna de las áreas jurídicas 

(constitucional, civil, administrativo, penal, policivo, entre otras); además de las capacidades 

argumentativas para negociar, comunicar liderar equipos y gestionar procesos y recursos. 

Debería ser un orgullo desempeñarse como abogado porque, adicional a las razones 

descritas, desde la perspectiva social es una profesión vocacional, por ejemplo cuando se ejerce 

como juez o abogado de parte se enfoca en la ayuda al otro, la defensa y protección de sus 

derechos e intereses en pro de buscar un orden justo. 

En concordancia con lo precedente, quienes de alguna manera han tenido acercamiento al 

estudio del Derecho pueden estar de acuerdo con que esta carrera profesional es una de las más 

reguladas; es así que, en el ámbito nacional se han impulsado múltiples reformas para mejorar la 

calidad en la enseñanza jurídica en las IES,  pese a esto, según las estadísticas del Consejo 

Superior de la Judicatura y la Corporación Excelencia en la Justicia que se describirán en el 
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desarrollo de este ensayo, en la actualidad no se han alcanzado niveles de calidad educativa, 

suficientes, para que la profesión sea digna de reconocimiento social y su prestigio no se vea 

vilipendiado por egresados poco competentes provenientes de facultades universitarias  que no 

tienen claros o se visualizan estándares educativos de calidad. 

En el texto precedente están inmersos dos temas que serán abordados con mayor 

profundidad más adelante; el de la calidad educativa y el de los estándares educativos de calidad; 

como la idea principal de este trabajo está relacionada con los estándares educativos de calidad 

en la enseñanza del derecho, esta implica combinar los conceptos de calidad educativa con la 

enseñanza del derecho; obligatoriamente, esa simbiosis, conduce a revisar los orígenes del 

desprestigio y de los cuestionamientos que afronta desde hace varias décadas la profesión de 

abogado y la estrecha relación con los vacíos en su formación y las dificultades de desempeño 

profesional. 

Con base en el contexto anterior, este ensayo se inscribe en la línea de liderazgo y gestión 

educativa,  siendo su objetivo primario analizar las perspectivas y retos de la regulación de 

estándares educativos de calidad en el proceso de formación en la carrera de derecho en 

Colombia, las implicaciones y efectos de su visibilización o no en las instituciones de educación 

superior (IES); por consiguiente, la tesis que se desarrollará y sobre la cual se centrará la 

argumentación es: La formación del abogado en el contexto del siglo XXI debe ser repensada a 

la luz de los contextos emergentes y en consonancia con los estándares o criterios educativos de 

calidad. Para desarrollarla, en el cuerpo del escrito se dará respuesta a los interrogantes que 

surgen del tema: ¿Qué se entiende por estándares educativos de calidad? ¿Tiene relevancia la 

aplicación y visibilización de los estándares educativos de calidad por todas las IES en el proceso 

de formación del abogado? ¿Cómo hacen las instituciones de educación superior - IES para 
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establecer que se han alcanzado los estándares educativos de calidad con relación a sus 

egresados? ¿Por qué sigue siendo estigmatizada la profesión de abogado, pese a las múltiples 

reformas para mejorar la calidad en la enseñanza del derecho en las IES de Colombia?  Los 

cuales harán parte de la línea argumentativa de los acápites delimitados para enriquecer y 

reforzar el debate, estos hacen referencia a las perspectivas de la enseñanza del derecho, críticas 

actuales a la formación jurídica en Colombia, los dilemas curriculares en la carrera del derecho, 

se ahondará en los estándares educativos y la calidad de la educación superior, finalmente se 

plantean unas conclusiones, veamos. 

Perspectivas de la enseñanza del Derecho 

De acuerdo con la literatura mayoritaria y la experiencia del autor, para estudiar derecho 

y ejercer la profesión, más allá de la dedicación y compromiso exige agudeza en la capacidad de 

razonamiento, habilidad de planeación, memorización, argumentación, para lo cual se requiere 

de constante estudio y una formación integral; al respecto, la Corte Constitucional (2019) refiere 

que en países como Alemania y Estados Unidos, los primeros cuatro años son de formación 

pluridisciplinar y el último año de profundización en el rama específica del derecho por la cual se 

decida el estudiante y para desempeñarse como abogado debe aprobar un examen de 

competencia; en Colombia empezará a aplicarse esta prueba a partir de junio de 2023 por 

mandato legal. 

Dicho lo anterior, el reto de las IES es establecer el qué enseñar, el cómo enseñar, a quién 

enseñar y para qué enseñar Derecho; en principio son interrogantes con un alto nivel de 

complejidad para resolverlos, pues son interrogantes que desde antiquísimos tiempos han puesto 

a cavilar a los estudiosos; al intentarse una respuesta, como lo expone Gómez (2014) es absurdo 

pensar que la relación entre el qué, el cómo y para qué es divisible y prescindible, pues dada la 



6 

 

 

 

dinámica del Derecho esta debe adaptarse al momento histórico, social, económico, cultural y 

político de la humanidad, por ejemplo, en el momento histórico en el que todos los estudios 

giraban en torno al monismo metodológico propio de las ciencias naturales, el Derecho se volcó 

hacia el positivismo, entonces se enseñaba la interpretación exegética de la norma de ahí la 

relevancia que tomara el método exegético y esta corriente interpretativa.  

En la época ejemplificada en el párrafo anterior predominaba el absolutismo del 

conocimiento contrario al relativismo actual, que a partir de la física cuántica ha impregnado 

todas las áreas del conocimiento y por ende al Derecho que ha ido evolucionado a la par con el 

que enseñar y cómo hacerlo; mientras que el para qué enseñar se sigue manteniendo (representar 

los intereses individuales y colectivos de la sociedad y velar por orden justo). Debido al 

relativismo de la episteme del Derecho y las dinámicas sociales contemporáneas exigen revisar 

y repensar los estándares de calidad para la formación del abogado del siglo XXI e incluirse 

temáticas, en el que enseñar, que vayan más allá de las tradicionales, por ejemplo de 

neurociencia, bioética, inteligencia artificial e ingeniería genética.  

Evidentemente, el que enseñar, en la formación del abogado está estrechamente ligado a 

la concepción que se tenga del Derecho, por tal razón se dirá que, como lo afirma Atienza (2022) 

el que enseñar y el cómo hacerlo, está resuelto para las IES que guíen el proceso siguiendo el 

razonamiento de que el Derecho es una consecuencia y práctica puramente social trasformadora, 

reforzado con un equipo docente que apropie esa premisa para enseñar a estudiantes receptivos y 

motivados contenidos priorizados, bien diseñados y ejecutados desde lo teórico-práctico, que 

desarrollen habilidades necesarias para actuar (sobre todo cualificaciones argumentativas). Si 

todas las IES siguieran este sendero de seguro mejoraría el proceso formativo del abogado y 

como consecuencia entregarían a la sociedad egresados más competentes, más humanos y éticos; 
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en sentido contrario la profesión jurídica seguirá en el ojo de las críticas que se abordaran en el 

siguiente acápite. 

En cuanto al componente docente valga decir que la mayoría de investigaciones 

realizadas en temas de educación superior concluyen que el docente es un punto clave para la 

enseñanza, aún más que otros aspectos, como la organización de las instituciones educativas, el 

currículo, el nivel económico y social de los estudiantes, el contexto, entre otras (Darling-

Hammond y Youngs, 2002; Nye et al., 2004). De ese modo, Desimone (2009) asignó un rol 

preponderante al profesor para mejorar la calidad de la enseñanza que se ofrece, haciendo énfasis 

en la constante capacitación, desarrollo, actualización y compromiso.  

Otros autores como Me Alpine y Weston (2000) y Kane et al. (2002) citados por Guzmán 

(2011) afirmaron que son poco probables los cambios fundamentales al respecto, sin que, 

primero, haya una modificación en la manera en que los profesores conciben la enseñanza; 

contrario a la tesis planteada en este trabajo estos autores simplificarían solo al rol profesoral los 

logros de calidad en la enseñanza del derecho. 

Se comparte con los autores el realce que se le da al rol profesoral en la formación 

jurídica y el imperativo de que este agudice su profesionalización con programas formales de 

didáctica y pedagogía universitaria para demostrar el dominio de las habilidades docentes como 

estándar de calidad del ejercicio profesoral; aunque se discrepa porque destacan el rol del 

profesor como si fuera el único artífice para alcanzar la calidad educacional, pese a que 

reconocen que en el contexto de las IES se realza más  la investigación que la enseñanza (Cid et 

al., 2009 como se citó en Guzmán, 2011) y que el entorno donde los profesores se desempeñan 

no es alentador dado que las IES tienen que responder a presiones o exigencias como la relación 

costo-beneficio, en particular desde lo económico; político y cultural, entre otros.  
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En otras palabras, aunque el profesor universitario es considerado en la actualidad como 

un profesional epistemológico y piedra angular en la formación de un abogado, no se considera 

de buen recibo que se descargue sobre sus hombros la mayor parte de la responsabilidad para 

alcanzar la calidad en el proceso. 

En criterio de Monroy (1999), enseñar derecho en la actualidad pareciera exigir un 

cambio conceptual con el que se pretende que maestros y estudiantes estén orientados al 

aprendizaje a través del descubrimiento y la construcción, de forma que implique la asimilación 

paulatina, según Piaget (1974) que razonen para obrar adecuadamente y contribuir a la sociedad 

aplicando el sentido crítico-reflexivo y fundamentado en los valores éticos y constitucionales de 

justicia, equidad y responsabilidad, y no esté limitado, como sucede en gran parte de las 

facultades de derecho del país, a un concepto de educación en el que el profesor se limita a 

enseñar sus conocimientos y el estudiante los recibe, sin siquiera hacer el mínimo esfuerzo de 

análisis y evaluación de la información trasmitida para alcanzar una idea justificada, alejada de 

sesgos extrínsecos a su comprensión.  

Desde esa perspectiva han surgido varios postulados con alcance de quedarse en el 

campo de sugerencias o recomendaciones sin concretizarse por completo en la práctica, pero han 

servido de base para establecer unos mínimos exigibles para alcanzar la cualificación del 

abogado; tal es el caso de lo planteado por Monroy (1999) en su artículo titulado “Reflexiones 

sobre la enseñanza del derecho en Colombia” que se resumen en la figura 1. 

Figura 1 

Requisitos para avanzar en la calidad educativa en la carrera de las ciencias jurídicas   



9 

 

 

 

 

Nota Elaboración del autor 

Todas las proposiciones son interesantes y si se aplicaran seguramente ayudarían a 

mejorar la enseñanza en la carrera de derecho, pero, como ya se dijo, no son visibles unos 

estándares educativos de calidad, por ejemplo que abarquen o recojan todas estas proposiciones 

en cuatro o cinco líneas temáticas, a lo máximo.  

Otro caso que, aunque, es un tema más relacionado con los cambios curriculares, vale la 

pena traerlo a colación porque guarda simetría con la tesis de este ensayo, pues según la 

consideración que hace Iafransesco (2004) en el texto “Currículo y plan de estudios, estructura y 

planeamiento”, los cambios curriculares surgen de las tendencias del entorno social y cultural, 

prospectiva del desarrollo del país, el conflicto y el actuar de las personas; en parte el Sistema 

Nacional de Cualificaciones le apunta a esto. 

Estas causas brindan una contextualización que conlleva cambios educativos y cambios 

curriculares, estos dos se interrelacionan, el uno lleva al otro; desde la perspectiva de la 

investigación curricular, por ejemplo en la actualidad coexisten aspectos que se deben prever 

socioculturalmente en el proceso formación del abogado del siglo XXI, como son el avance 

tecnológico, los sistemas de información, las consecuencias de la sociedad tecnológica e 
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informática, indudablemente esta será la nueva sociedad; por ejemplo la nueva organización 

familiar, la sociedad incluyente, la tendencia geopolítica y los cambios demográficos, esto se 

enmarca en el que enseñar. 

Lo expuesto hasta aquí reafirma la necesidad de diseñar y poner en aplicación unos 

estándares educativos de calidad para que la formación jurídica en Colombia, en términos de 

Díaz Barriga (1996), responda a teorías curriculares, que conlleven a reconstruir el 

conocimiento, diagnosticar necesidades académicas, determinar el perfil del abogado que egresa 

y precisar objetivos para estructurar el currículo, elaborar programas sintéticos, determinar la 

práctica profesional y evaluar el plan de estudios esto hace referencia a el qué, a quién, para qué 

y cómo enseñar derecho. La calidad de los abogados en Colombia es efecto, en gran medida, del 

prestigio de las facultades de Derecho y el proceso de formación que ofrecen, este último sigue 

recibiendo críticas.   

Críticas actuales a la formación jurídica en Colombia 

Concerniente a otro de los interrogantes planteados en torno a la tesis de este ensayo ¿Por 

qué sigue siendo estigmatizada la profesión de abogado, pese al impulso de múltiples reformas 

para mejorar la calidad en la enseñanza del derecho en las IES de Colombia? La respuesta no es 

simple, pues según cifras de la Corporación Exelencia en la Justicia (2019), el alto número de 

egresados por año ha traído como efecto un superávit de abogados en el país y un alto porcentaje 

de estos tienen vacíos en su formación y dificultades en su desempeño profesional; en otras 

palabras estos son los tres ejes problémicos sobre los cuales se cimentan los cuestionamientos a 

la profesión jurídica y que no se resuelven solo con la expedición de normativas. 

A lo largo de la historia se ha dicho que la carrera de derecho es una de las más 

reguladas, aun así, hoy en Colombia hay dudas sobre si está regulada por el Estado o, contrario 
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sensu, cada universidad tiene la facultad de realizar sus propias reformas; si esto es así, 

evidentemente es otra muestra de la inexistencia o no visibilización de estandarización en la 

enseñanza del derecho, pues con el paso del tiempo, la normatividad se fue flexibilizando y se 

podría decir que se volvió permisiva con las IES, al punto que hoy se han implementado las 

modalidades de transferencias; a través de estas se homologan asignaturas de contenido jurídico 

estudiadas en otros programas, con lo cual varias IES gradúan abogados con tres años de estudio 

(ver figura 2). 

Así pues, a continuación se exponen y se analizan los datos suministrados por la 

Corporación Excelencia en la Justicia-CEJ, el Consejo Superior de la Judicatura - CS de la J. y el 

ESNIES que tienen relación con la administración de los programas de derecho ofertados por 

IES que se consideran de interés por su incidencia en la tesis central de este trabajo,  sin duda 

darán luces al lector para vislumbrar el hilo conductor con la situación preocupante por la cual 

está atravesando desde hace mucho tiempo la profesión de abogado, en tal sentido la formación 

del abogado en el contexto del siglo XXI debe ser repensada a la luz de los contextos emergentes 

y en consonancia con los estándares o criterios educativos de calidad. 

Lo primero a tener en cuenta y que llama la atención porque es un tema sobre el cual se 

centran los cuestionamientos actuales, como ya se dijo, es el número de egresados de las 

facultades de Derecho por año, que lleva al superávit de abogados que tiene Colombia, esto no 

sería negativo si no se presentara un alto porcentaje de éstos (abogados) con vacíos en su 

formación y dificultades en su desempeño profesional. De acuerdo con datos del Consejo 

Superior de la Judicatura, “en el país hay más de 300.000 abogados inscritos y más de 12.000 

funcionarios judiciales”, en concordancia con el Centro de Estudios de Justicia de las Américas 
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(Revista Semana, 2019) Colombia es el segundo país de Latinoamérica con “la mayor cantidad 

de abogados, con 355 por cada 100.000 habitantes” solo por debajo de Costa Rica, que tiene 390. 

Por otra parte, la Corporación Excelencia en la Justicia (2019) reportó la preocupante 

situación del incremento exponencial de sanciones disciplinarias cuyos sujetos activos son los 

abogados, obsérvese que el Consejo Superior de la Judicatura sancionó diariamente a cinco 

profesionales del derecho, con un acumulado en el último lustro de 5 984; las causas que se 

esgrimieron en su momento fueron: La flexibilidad del Ministerio de Educación para otorgar 

autorizaciones a las IES para abrir programas de Derecho y la anquilosada formación 

humanística, hermenéutica jurídica y bioética en las escuelas de Derecho del país. 

Lo segundo es, que  de los datos extraídos del ESNIES en octubre de 2022, vale la pena 

analizar variables visibles en las figuras 2, 3 y 4 tales como: cantidad, categoría y sector de las 

IES que ofertan el programa de Derecho, modalidad y reconocimiento del programa, número de 

semestres y de créditos y costos de matrícula; aspectos administrativos que se consideran 

importantes al momento de verificar el comportamiento de las IES en la formación jurídica, 

porque pueden tener incidencia en la disminuida calidad profesional de los egresados y muestran 

la necesidad de estándares referidos en la tesis enarbolada en este trabajo, pues del análisis de las 

cifras se tiene que las IES ubicadas en los niveles más altos de los Ranking de orden nacional e 

internacional son las que tradicionalmente han mantenido estándares en las variables ya referidas 

(Son universidades, número de créditos, tiempo de estudio, AAC de sus programas), mientras 

que las IES que se ubican en los “niveles más bajos” titulan abogados por ejemplo con 

programas de corta duración.  

De las cifras expresadas en las secciones de la figura 2 se puede evidenciar que más del 

57% de las IES ofrecen programas de Derecho, esto da la razón a las críticas sobre la 
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proliferación de facultades de Derecho en País, puede coincidir con que, esta a su vez, es una 

causa del superávit de abogados y que muchas de estas escuelas de Derecho enfoquen la 

formación desde la perspectiva mercantilista descuidando la rigurosidad y profundidad 

académica para la construcción del verdadero conocimiento; lo cual resulta perjudicial para la 

profesión jurídica, sumado que, como se muestra en la figura 2 –sector- más del 81%  son IES 

privadas. 

Recurriendo a la lógica formal, lo que se dijo en el párrafo precedente tiene una estrecha 

relación con los datos que revela la misma figura en la sección –categoría- en cuanto que tan solo 

el 65% de las IES que ofertan el programa de Derecho son universidades, esto no es de menor 

talante, porque siendo esta una carrera profesional la ofrecen también escuelas tecnológicas e 

instituciones tecnológicas, estas últimas no son una categoría de las IES según la Ley que 

organiza la educación superior (Ley 30 de 1993), tampoco se les exige, como a las universidades, 

desarrollar investigaciones científicas o tecnológicas, la producción intelectual; sin contar que 

tampoco están autorizadas para desarrollar programas de especialización, maestrías, doctorados y 

post-doctorados; esto complica aún más el panorama, porque están limitadas para dar 

aplicabilidad a la flexibilidad y movilidad curricular y sus egresados saldrán en desventaja a los 

de las universidades.  

Es ahí donde puede estar el origen del eje problémico antes indicado-Vacíos en la 

formación y dificultades en el desempeño profesional de un alto porcentaje de los abogados- 

máxime que no todas las IES cuentan con la infraestructura necesaria y las que la tienen no 

alcanzan la robustez de las universidades para que sus estudiantes puedan realizar prácticas, por 

ejemplo de consultorio jurídico, judicatura, barras académicas, entre otras.  
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Continuando con el análisis, puede resultar positivo que más del 96% de los programas 

de derecho se desarrollan en modalidad presencial; sin embargo en relación con los 6 de 

virtualidad y uno a distancia, si bien pueden facilitar el acceso, que no es tema de este trabajo, 

también pueden poner en desventaja a sus estudiantes en especial cuando se trate de desarrollar 

prácticas jurídicas como las ya mencionadas, a no ser que la institución cuente con unos recursos 

informáticos y de inteligencia artificial avanzados; pero vale poner de relieve que no son 

precisamente las universidades que ofrecen estas modalidades.  

Figura 2 

  

Programas de Derecho ofertados por las IES de Colombia 

 

Nota Elaboración del autor  

Sin profundizar en el tema, vale la pena señalar la divergencia que se puede notar en la 

periodicidad y tiempo de estudio (ver figura 3), en principio se creería que no afecta el proceso 
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de formación de un abogado, pero cuando se analiza en detalle se encuentran algunas 

implicaciones, por ejemplo, por experiencia del autor se sabe que la mayoría, por no decir la 

totalidad de los programas Jurídicos de trasferencia se desarrollan por periodos y máximo en seis 

semestres, esto es preocupante porque, además, se llevan a cabo en jornadas nocturnas, un alto 

porcentaje de estudiantes solo buscan el título para mejorar su currículum vitae y no 

precisamente buscando ejercer la abogacía. Este es otro factor que mina la calidad de la 

formación y por ende el desempeño profesional de un abogado.  

Figura 3 

Periodicidad y tiempo de estudio de los programas de Derecho 

 

Nota. Elaboración del autor 

Otro aspecto relevante en el análisis está relacionado con la heterogeneidad en los –

reconocimientos- de los programas de Derecho (ver figura 4), nótese que de la totalidad 

únicamente 46 (23%) tienen acreditación de alta calidad y los 153 restantes tiene registro 

calificado, de estos, al menos, a 20 ya se les agotó el término del registro calificado.  

Esta información, en términos de juristas, es un indicio grave de que pese a la existencia 

de criterios de calidad estos no son tenidos en cuenta por todas IES que desarrollan contenidos de 

Derecho; lo cual genera la sensación de apogeo de flexibilidad en cuanto a estos temas; vale 

recordar en este sentido que el Consejo Superior de la Judicatura (2019) expuso que, una de las 
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causas predominantes que llevaron a que 5.984 abogados fueran sancionados disciplinariamente 

tenía relación con la flexibilidad del Ministerio de Educación para otorgar autorizaciones a las 

IES para abrir programas de Derecho. 

Figura 4 

Reconocimientos de los programas de Derecho         

 

Nota. Elaboración del autor 

De los datos consignados en la tabla 1 se destaca que más del 95% de los programas de 

Derecho con CAA los desarrollan las universidades, que más del 80% de esos programas son 

ofertados por IES del sector privado; finalmente en relación con el número de créditos se percibe 

una oscilación entre 151 y 194, la diferencia es de 43 créditos, observándose que los programas 

de las universidades tiene la cantidad más alta de créditos que resulta proporcional al costo de 

matrícula.    

También tiene relación con la posibilidad de acceso a la educación, al comparar la 

categoría y sector de las IES, cantidad de créditos, reconocimientos y los costos de la matrícula 

del programa, en especial, en el ámbito de las IES privadas, se evidencia que hay una relación 

directa entre el costo y el cumplimiento de los criterios de calidad; esto da fuerza a la tesis de que 
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en Colombia la educación es un negocio y que las dinámicas sociales contemporáneas exigen 

revisar y repensar los estándares de calidad para la formación del abogado del siglo XXI. 

Tabla 1 

Entidades que ofrecen programas de Derecho con CCA 

 

Nota. Elaboración del autor 

Dilemas curriculares en la carrera de Derecho  

Es evidente que el MEN ha establecido políticas, programas y requisitos para asegurar la 

calidad de la educación superior, unos de cumplimiento obligatorio y otros no, pero, por 

desgracia, muchos de estos ya referidos (Registro calificado, AAC, evaluación de competencias 

de estudiantes y docentes, pruebas Icfes Saber pro, seguimiento y evaluación a egresados, entre 

otros) aun requieren de considerables ajustes; en opinión de Robayo (2023), los programas del 

MEN para asegurar la calidad de la educación ralentizan los procesos al interior de las IES al 

contrario de incentivar la innovación y la priorización de programas académicos como los que 

hacen parte de la formación jurídica, porque se limita a acumular una serie de requisitos 

demostrables solo en el papel; esto coincide con Toscano (2020) cuando afirma que los 

conceptos de calidad responden a la burocracia, imponen requisitos formales que poco aportan al 

proceso formativo; en otras palabras, se prioriza lo formal sobre lo sustancial o como bien lo 

afirma (Harari, 2016 citado por Toscano, 2020) en vez de cambiar las narrativas para que se 

ajusten al contexto real, se cambia el contexto para que se ajuste a las narrativas; dicho de otra 

Modalidad

Universidades

Instituciones 

Universitarias/Escuelas 

Tecnológicas

Oficiales Privado Presencial Anual Semestral 10 años 8 años

entre 5 

años y 6.5 

años

6 años 4 años 151 a 158 160 y 168 170 y 194

44 2 9 37 46 1 45 1 5 2 14 16 5 12 22

Entidades que ofrecen programas con acreditación de alta calidad

IES Sector Periodicidad Vigencia de la acreditación de alta calidad Créditos
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manera, se centra en el cumplimiento de requisitos sin importar el impacto real en la formación y 

desempeño profesional del abogado. 

Desde la década de los noventa se les exige a las IES que adelanten procesos de 

autoevaluación y acreditación de alta calidad, en los cuales según Lopera (2005) la evaluación y 

seguimiento a egresados es un requisito obligatorio; por desgracia estas no reciben apoyo, de 

ninguna clase, por el Estado. Tampoco se exige que los resultados del proceso se usen 

efectivamente en la implementación de políticas para mejorar la calidad, pese a que así lo 

establece la Ley.  

Dicho lo anterior, es propicio responder el tercer interrogante ¿Cómo hacen las IES para 

establecer que se han alcanzado los estándares educativos con relación a sus egresados de la 

carrera de derecho? En principio y en gracia de enriquecer el debate es factible decir que, si se es 

consciente del déficit de estándares educativos de calidad exigibles en la educación superior, no 

es dable pensar que todas las IES busquen establecer que se han alcanzado estos con relación a 

sus egresados, lo cual se replica a los egresados de la carrera jurídica.  

Al respecto varios lectores quizá afirmen, desprevenidamente y con seguridad de caer en 

galimatías, que las IES lo hacen a través de la evaluación y seguimiento a estos y los estudios 

con empleadores que, por regla general, se realiza con la aplicación de encuestas; 

desafortunadamente, quienes piensen así confunden los estándares educativos de calidad con los 

criterios de calidad para las IES, pues la evaluación y seguimiento a egresados es un criterio de 

alta calidad, tiene el propósito de recolectar datos que permitan la retroalimentación constante de 

los programas académicos y realizar los ajustes necesarios para que estén acordes con las 

necesidades más importantes del mercado y las tendencias sociales (Guzmán et al., 2008);  pese 
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a su vital importancia (indicador de eficiencia y calidad) no todas las IES lo aplican de forma 

sistemática, quizá porque no es un mínimo exigible, por lo que no alcanza el estatus de estándar. 

Es ahí donde emana el contrasentido, pues al contrario de buscar una aproximación a la 

calidad en la enseñanza jurídica para que la profesión sea digna de reconocimiento social y su 

prestigio no se vea vilipendiado por egresados poco competentes de facultades universitarias que 

pareciera no observan estándares educativos de calidad, pues se reduce a cumplir con el requisito 

de hacer seguimiento a sus egresados y en otros casos, mínimos realmente, se realizan estudios 

con empleadores, únicamente, para renovar el registro calificado o la certificación que acredita 

alta calidad; en este sentido, el Observatorio de la Universidad Colombiana advierte el poco 

compromiso de las IES con sus egresados, pues no existe un vaso comunicante y vinculante entre 

estos cuando ha culminado el proceso de formación.   

Tampoco se puede pasar por alto que tener conocimiento sobre el mercado laboral de la 

carrera de Derecho y, esencialmente, el punto de vista de los empleadores (jefes directos) de los 

egresados permite precisar fácilmente lo que necesita dicho mercado, el profesional que requiere 

para contrastarlo con el que la universidad quiere formar; en realidad tampoco es seguro que lo 

hagan todas las escuelas de Derecho a excepción de las que tienen los programas con AAC y que 

se encuentran en las mejores posiciones de los ranking por ejemplo el de QS Quacquarelli 

Symonds. 

Dicho lo anterior, se coincide con la literatura mayoritaria que hace varios reparos al 

enfoque que se le da a los resultados ponderados del seguimiento y evaluación de egresados para 

medir la calidad de las facultades de derecho, uno de estos es, que hacen seguimiento incompleto 

al egresado y solo se enfocan después de que ha salido de la IES sin hacer una evaluación desde 

que éste ingresa, con lo cual se dificulta establecer por ejemplo, si se debe a las condiciones 
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individuales o la fortaleza de los planes de estudio o del departamento de Derecho cuando un 

egresado alcanza niveles de maestría o doctorado, logra becas u ocupa cargos de categoría 

directiva; tampoco cuando el egresado no logra resultados satisfactorios en su desempeño 

profesional. 

En resumen de lo dicho hasta aquí en este segmento, en Colombia existen entidades 

gubernamentales, normas, criterios, políticas, catálogos y guías, entre otras, encaminadas a 

potencializar la calidad en la educación superior; sin embargo, sigue vigente el reto de aplicar 

normas de interoperabilidad o de contar con un sistema unificado en especial en el área jurídica, 

en otras palabras, son necesarios los estándares educativos de calidad para alcanzar los criterios 

de cualificación que debe tener un abogado de siglo XXI.    

Las Leyes Cósmicas y los Estándares Académicos 

Con el propósito de agudizar la comprensión y el desarrollo conceptual de lo expuesto o 

como herramienta para redirigir las ideas intuitivas sobre la tesis planteada y partiendo de la base 

de que para la construcción de este escrito, se empleó el método inductivo, es acertado aseverar 

que  la crisis del desempeño del abogado del siglo XXI en Colombia estriba en el divorcio 

existente entre estándares de calidad y propósitos de formación; así como las leyes del universo 

que según Rincón (2007) se determinaron sin tener en cuenta a los humanos, de tal modo, las 

personas son un producto accidental de orden secundario como las chispas que genera un herrero 

al crear una herradura en un yunque; las chispas pueden ser más brillantes, pero tienen menos 

sentido que la herradura, en la enseñanza del derecho en Colombia ocurre algo similar, por 

ejemplo se dice que los estudiantes son lo más importante en el proceso de formación; sin 

embargo, en la mayoría de las facultades no se tienen en cuenta para el diseño curricular de los 

programas, como en el designio de las leyes del universo no se tuvieron en cuenta los humanos 
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por más importantes que se crean; quizá por eso es que resultan contenidos programáticos 

inconexos al contexto (relaciones económicas, sociales, culturales, políticas e informáticas, etc) 

donde el derecho se produce y se aplica.  

Por más brillantes que se consideren a los estudiantes como las chispas que se producen 

al forjar una herradura, parece que tienen menos sentido que las normas y el proceso; es decir 

que en los currículos prevalece el objeto que el sujeto; hay divorcio entre los estándares de 

calidad, los propósitos de formación y los resultados de aprendizaje; si eso es así que se puede 

esperar de los egresados, además, si se le da más sentido al número de graduados como resultado 

de un proceso inflexible con contenidos pétreos (herradura) que la formación de un profesional 

brillante (chispa) que irradie conocimiento y confianza, capaz de cambiar realidades en su 

entorno a partir de una visión contextualizada del derecho, la comprensión de la sociedad y los 

fundamentos éticos integrales adquiridos en la institución desde el aprendizaje crítico.  

No obstante lo anterior, además, poco se dice sobre las capacidades esperadas del 

docente, alineadas con las nuevas tendencias pedagógicas para fomentar en los estudiantes de 

derecho su autonomía y sean artífices de su aprendizaje; es decir, asuman su rol de aprendices, lo 

que muestra una fuerte semejanza con lo planteado al inicio de este bloque, referente a que, en el 

núcleo esencial se carece de sentido, aun cuando, brillen las buenas intenciones como las chispas 

comparadas con las herradura; así pues, los docentes, como lo diría Martínez (2007), asumen una 

vocación de comunicación e interacción, invitan a interactuar mediante su discurso claro, son 

facilitadores, construyen contextos educativos que imiten al contexto real para fomentar el 

cooperativismo y la interacción, y dan información a los estudiantes sobre su papel como 

docente, para que entiendan el suyo y sean responsables. 
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Infortunadamente, un reducido número de IES hace una medición objetiva e integral de 

los docentes, incluso para su ingreso; sin perder de vista que muchas personas consideran que 

implementar pruebas de preselección para los profesores tiene una carga de injusticia, enfatizan, 

que ya son profesionales en alguna de las áreas del conocimiento, aun cuando no lo sean en 

docencia o pedagogía universitaria. Con base en este planteamiento, no existe una razón de peso 

por la que no se establezca como requisito para la vinculación de docentes a las facultades de 

derecho.  

En la actualidad no se han superado por completo las preocupaciones como que los 

docentes no comprenden el modelo educativo adoptado en la IE, no obstante se evidencian 

algunos avances que, aún, no son suficientes y el resultado educativo sigue respondiendo al 

cambio del discurso institucional de las universidades, pero que en la práctica no hay un cambio 

real al menos en todas las IES, porque no se logra formar estudiantes de derecho con un 

pensamiento de alto nivel o pensamiento complejo, ni convertirles en aprendices autónomos.  

Tampoco se especifica cuál será el rol del estudiante, es entendible que en algunas 

temáticas es indispensable aplicar los modelos tradicionales de enseñanza, puros o combinados; 

sin embargo, en otras se requiere dar prioridad a las tendencias contemporáneas, tales como el  

aprendizaje autónomo, máxime que el tiempo de trabajo independiente es extremadamente 

reducido. En ese orden de ideas, al docente no le queda otra opción que aplicar metodologías que 

incentiven el aprendizaje autónomo y colaborativo. 

Con ello se refuerza la tesis sobre la necesidad de definir o hacer visibles unos estándares 

educativos de calidad para todos los programas de derecho en el país, de tal manera que, la 

calidad de estos no incurra en un relativismo a menudo patrocinado por los criterios vacilantes de 

seguimiento a egresados y percepción de los empleadores que como ya se dijo antes muchos no 
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son abogados. Preocupan los futuros escenarios que le deparan al país en el campo de la 

formación del derecho sin tener en cuenta los indicadores de calidad de ciertos programas que 

emergen, en mayor medida, de lo atractivo que resulta el bajo costo de las matrículas sin 

importar las reducidas especificaciones y condiciones mínimas del proceso de formación. 

Los Estándares Educativos y la Calidad de la Educación Superior 

A efectos de este trabajo, sin ánimo de profundizar sobre el concepto de estándar 

educativos de calidad se parte del origen etimológico del vocablo “estándar” que emerge del 

inglés standard y este de la locución francesa “standort” compuesta  por la raiz “stand” que 

significa parado, y “ort” sitio alto; de ahí que combinado con el significado que trae La Real 

Academia de la Lengua se puede decir que es un término valorativo, que sirve como modelo, 

norma, regla, patrón o referencia; como sustantivo significa tipo o nivel.  

No siempre que se utiliza la expresión “estándar” per se es una norma, tampoco que toda 

norma es un estándar; esto lleva a precisar que en el marco de este trabajo un estándar debe 

entenderse como un conjunto de factores mínimos exigibles; entonces, el sintagma estándar 

educativo de calidad se refiere a factores mínimos exigibles a los proveedores de educación en la 

búsqueda de calidad en el proceso de formación ofertado y que estos programas de Derecho no 

solo respondan como lo refiere Diez-Picazo (2022) a la excesiva oferta laboral, que por demás 

también es de reducida calidad convirtiéndose en otra causa principal de la devaluación de la 

formación del abogado.  

En concordancia con la definición anterior es apropiado citar el concepto del (Ministerio 

de Educación Nacional [MEN], 2021) sobre estándares educativos esquematizado en la figura 5. 
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Figura 5  

Estándares educativos concepto del MEN 

 

Nota. Elaboración del autor 

Del concepto anterior nótese, en primer lugar que los estándares educativos van más allá 

de lo que, por normativa, se denominan criterios de calidad de la educación. Dicho de otro modo, 

los primeros son el género y los segundos la clase o especie; en segundo lugar, el Ministerio de 

Educación Nacional - MEN alude a estándares educativos enfocados, exclusivamente, en la 

educación básica y media; de manera que, al menos, en este concepto no plantea la aplicabilidad 

de los estándares educativos en el contexto de la educación superior y por sustracción de materia 

tampoco en el proceso de enseñanza-aprendizaje de la carrera de derecho. 

Desde ya hay que advertirlo, cuando se hace referencia a los estándares educativos de 

calidad no se puede apartar de los postulados del artículo 67 de la Constitución Política de 

Colombia sobre la educación como derecho social fundamental y como servicio público; también 

que es menester, por parte del Estado, la garantía en cuanto a calidad, logro de sus objetivos y 

una óptima formación bioética, intelectual, hermenéutica y argumentativa de los estudiantes. Al 

respecto, la Unesco (1998) señaló que la educación superior con calidad es un concepto de 

múltiples dimensiones, que debe de sus funcionalidades y sus actividades, a saber: becas, 

investigación, enseñanza, infraestructura, personal agrupar cada una, etc. 
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En esa misma línea, para dejar en claro qué es la educación de calidad, es preciso, 

primero determinar el tipo de sociedad que se quiere tener, debido a que, según la Unesco (1998) 

la educación con calidad se relaciona con los servicios que brindan los actores del sistema 

educativo y los resultados que se obtienen, tomando en cuenta su contribución para conseguir tal 

objetivo (el tipo de sociedad que se aspira, en este caso para Colombia). 

Colombia tiene cuatro entes gubernamentales principales que promueven el 

aseguramiento de calidad de la educación superior y un sistema poco unificado para asegurar la 

calidad de la formación universitaria y por ende de la carrera jurídica (ver figura 6) 

Figura 6  

Entidades de aseguramiento de la calidad de la educación superior 

 

 

 

 

Grafica 2. Elaboración del autor 

 

 

Por otra parte, el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior tiene 

unos componentes (ver figura 7). 
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Figura 7  

Componentes del sistema de aseguramiento de la educación superior 

 

Nota: Elaborada por el autor 

El registro calificado, administrado por el CONACES busca que los programas y las IES 

cumplan unos estándares mínimos para entrar en funcionamiento; no obstante, en los informes de 

la OCDE- Banco Mundial se han cuestionado estos estándares por su bajo nivel; por su parte la 

acreditación de alta calidad-AAC regida por el CNA, tiene intención loable porque incentiva la 

mejora continua a partir de la autorregulación y autoevaluación de las IES; en punto del tema que 

nos ocupa, llaman la atención dos aspectos saber: a) el bajo porcentaje de los programas de 

derecho que tienen AAC, tal vez por  tratarse de un proceso voluntario y b) Un alto porcentaje de 

los programas con AAC los ofrecen las IES del sector privado, como se describió en el acápite 

de críticas actuales a la enseñanza jurídica en Colombia. 

En cuanto a las pruebas Icfes “SABER PRO” elaboradas y aplicadas por el Instituto 

Colombiano para la Evaluación de la Educación- Icfes, se hicieron obligatorias a partir del año 

2010; estas pruebas han sido cuestionadas por parte de expertos, porque si bien se aplican a los 
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estudiantes no es una medición directa a éstos sino para las IES; además, porque se basa en 

ponderados grupales y sin consecuencias para los destinatarios; de estas críticas no se escapan 

los programas de derecho.  

Otro componente es el modelo de indicadores de desempeño de educación, cuando se 

presentó este recurso (año 2015) tenía el propósito de conocer el estado de calidad educativa de 

las IES y calificarlas desde las aristas de: observancia de los requerimientos de calidad mínimos, 

resultados de las pruebas Saber Pro, índice de graduados, la capacidad instalada y el factor de 

internacionalización. Es una pena que muchas IES que ofrecen programas de derecho no realizan 

este proceso y se niegan la oportunidad de monitorizar los resultados académicos del 

estudiantado y rendimiento de los profesores durante el proceso.   

En el año 2021 el MEN propuso la creación y posterior consolidación del Sistema 

Nacional de Cualificaciones (SNC), este engloba lineamientos que buscan la pertinencia de la 

educación con las necesidades de la sociedad y el campo productivo de Colombia; dentro del 

cual se contempla el Marco Nacional de Cualificaciones (MNC). A través de este instrumento se 

quiere articular el sistema educativo con el mercado laboral; se estructura, clasifica y 

esquematiza en ocho niveles, bajo tres dimensiones: cognitivas, actitudinales y destrezas 

aplicables en los entornos académicos, laborales o mixtos. 

Como resultado de lo antedicho, el MEN publicó una guía metodológica que orienta el 

diseño de programas de educación superior alineados a los catálogos sectoriales de cualificación 

del MNC para que las IES desarrollen currículos integrales, con pertinencia, flexiblidad, y que 

satisfagan las demandas del mercado laboral, siendo la Carrera de Derecho una de las 26 áreas de 

cualificación que componen el Catálogo Nacional de Cualificaciones para las IES; 

desafortunadamente aún no se ha implementado en todas las facultades de derecho en Colombia; 
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si esto se implementa de forma adecuada y con rigurosidad ayudaría a reducir las brechas 

existentes entre las diferentes facultades de derecho de las IES y la calidad de sus egresados. 

Es evidente la disparidad de criterios incluidos los que se refieren a calidad educativa, 

entonces, de acuerdo con la tesis de este trabajo, sin recurrir a un ejercicio de exclusión, ni 

mucho menos de categorización por niveles de importancia sino de complementariedad de los 

postulados presentados en este acápite, se requiere repensar la formación del abogado en el 

contexto del siglo XXI para que se ajuste a los contextos emergentes y en consonancia con los 

estándares de calidad, que engloben aspectos diferentes a los mínimos exigibles desde lo 

pedagógico, didáctico y de evaluación al desempeño docente, por ejemplo, la homogeneidad en 

la periodicidad, el tiempo de estudio, el número de créditos, la acreditación de alta calidad, la 

reglamentación legal y requisitos estrictos para crear facultades de Derecho y su funcionamiento; 

como se puede observar en la figura 8 

Figura 8  

Estándares educativos de calidad para la enseñanza del Derecho en Colombia  

 

Nota: Elaboración del autor, en esta figura se recogen las iniciativas de varios autores 

para la fijación de estándares para la formación de un abogado en Colombia. 
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Finalmente, para complementar la línea argumentativa de este trabajo, es pertinente 

referirse a otro de los interrogantes ¿Tiene relevancia la aplicación y visibilización de los 

estándares educativos de calidad por todas las IES en el proceso de formación del abogado? De 

entrada cabe recordar que la importancia de los estándares en cualquier proceso radica en cuanto 

que permiten valorar el proceso y los resultados; si se extrapola a estándares educativos para 

todos los programas de derecho ofertados por las IES del País permitirían, a partir de unos 

mínimos exigibles, valorar el proceso formativo y pos formativo desde el enfoque estratégico, 

curricular, pedagógico, didáctico, evaluativo, administrativo; además de los resultados y el 

impacto del desempeño de sus egresados en la sociedad. 

Entre más exigente es un estándar darán lugar a un porcentaje mayor de calidad, mientras 

que un estándar menos exigente producirá un número mayor de egresados menos competentes. 

Si y solo si, avanzando en la formulación de estándares de esta naturaleza, que den sentido a la 

enseñanza del derecho, se lograrán establecer garantías para que el sujeto del proceso tenga un 

buen desempeño una vez egresado y la profesión recupere el prestigio y reconocimiento social.  

De acuerdo con lo anterior, la constitución de una estructura educativa de calidad debe 

fundamentarse en procesos rigurosos de autoevaluación, acreditación y en currículos 

redimensionados, que favorezcan la producción académica y científica de quienes conforman las 

facultades de derecho colombianas, en palabras más simples, que exista conexidad estrecha entre 

los propósitos de formación y los estándares de calidad que conlleve la reducción de las causas 

de la sobrepoblación de abogados egresados poco competentes. Aspecto que reclama una 

reflexión de los actores de esta carrera profesional por el bajo nivel de confianza de los 

potenciales usuarios de los servicios ofertados por los abogados.  

 



30 

 

 

 

Conclusiones  

En la actualidad existe suficiente regulación y lineamientos para la enseñanza profesional 

de derecho (no todos para lograr niveles altos de calidad), no obstante se siguen evidenciando 

dificultades en la profesión que emergen desde el proceso de formación; en ese sentido se 

requieren reformas de fondo al sistema educativo para lograr alta calidad en la educación 

universitaria, particularmente en la enseñanza del derecho; no se deben limitar al desempeño de 

los profesores pese a que, como se dijo son un engranaje vital del proceso, ni tampoco a la 

actualización de determinados modelos didácticos o al uso de las TIC; sin duda se requiere hacer 

visibles e implementar estándares educativos de calidad aplicables y exigibles a todas las 

facultades de derecho, con el propósito de mejorar la enseñanza, el reconocimiento y prestigio de 

la profesión jurídica en la sociedad. 

Los programas del MEN para asegurar la calidad de la educación, el sinnúmero de 

reformas y sus sucesivos ajustes que se ha intentado en torno al programa de derecho, ya sea 

desde los órganos oficiales o al interior de cada institución de educación superior al contrario de 

incentivar la innovación y la priorización de programas académicos han ralentizado los procesos 

y se siguen evidenciando dificultades en el diseño curricular alternativo en un medio tan 

conservador y tradicional como el de la profesión jurídica, pues las dificultades no sólo 

provienen del medio, sino que tienen mucho que ver con el apego a los orígenes del Derecho que 

se enseña en Colombia, con lo cual se sigue manteniendo una visión descontextualizada de éste y 

todo lo que le rodea (relaciones económicas, sociales, culturales, políticas e informáticas, etc) 

propias del contexto donde el derecho se produce y se aplica, en gran medida,  causada por una 

práctica reduccionista, legalista y memorística.  
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Sin duda, implementar estándares educativos aplicables y exigibles a todas las facultades 

de derecho para incrementar la calidad de la enseñanza de ninguna manera amenaza o restringe 

la autonomía universitaria o la libertad de catedra, pues el papel del docente siempre será educar 

para la libertad, y lograr que los estudiantes sean personas autorreguladas y que puedan aprender 

a aprender. 

Los cuestionamientos a la profesión jurídica en Colombia se sustentan en tres ejes 

problémicos (Proliferación de las facultades de derecho,  superávit de abogados y la baja calidad 

en el desempeño profesional de estos), los cuales sin duda tienen su raíz en la flexibilización de 

la regulación para crear facultades y programas de Derecho que genera la devaluación del 

proceso formativo, en suma que estas IES los ofrecen como respuesta a la excesiva oferta laboral 

de baja calidad y a la cual tampoco se le ha puesto límite; es por lo tanto que el MEN debe 

liderar para que, de acuerdo a las dinámicas sociales contemporáneas se revisen y se replanteen 

los estándares de calidad (más exigentes y obligatorios) para la formación del abogado del siglo 

XXI en búsqueda del posicionamiento y reconocimiento de la profesión jurídica. 
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